
Pacto Andino y 
Acuerdo de Cartagena 

El Diseño de las Sentencias 

Las sentencias emitidas en los últimos 
meses por la Corte Suprema de Justicia 
de C-olombia sobre el Acuerdo de Carta­
gena y Régimen Común de Tratamiento 
a -los Capitales Extranjeros en la Subre­
gión 1 además de sus repercusiones eco­
nómicas, han revivido controversias2 a­
cerca del ámbito de las funciones de las 
ramas del poder público, la obligatorie­
dad de los pactos internacionales, y el 
intento de dar a uno de los fallos el nivel 
de los emitidos por una corte internacio­
nal de justicia. Sirvieron además para fi­
jar doctrina de la Corte frente a la con­
cepción moderna del Tratado Marco. 

ACCION PUBLICA 

Ambos fallos fueron emitidos de la 
solicitud de inexequibilidad3 hecha por 
un ciudadano en ejercicio de la acción 
pública (consagrada en el artículo 214 
de la Carta). Veamos el primero de ellos: 

A. Acuerdo de Cartagena. 

l. El Decreto. 

El decreto 1245 de 26 de mayo de 

1 Fallos de julio 26 de 1971 y enero 20 de 1972 res­
pectivamente. 

2 La controversia ya se había iniciado en realidad con 
la obra del Dr. H. Toro Agudelo, el Pacto Andino 
o la Nueva Técnica del Golpe de Estado, publicado 
con motivo de la providencia del Consejo de Estado 
de fecha 2 de marzo de 1971, mediante la cual di­
cho organismo se declaró incompetente para conocer 
de la demanda contra el Pacto Andino. 

·1969 aprobatorio de Acuerdo de Inte­
gración Subregional Andino dice: "El 
Presidente de la República de Colombia, 
en uso de sus facultades legales, y en par­
ticular de las que le confiere el artículo 
2 de la Ley 88 de 1961,4 Decreta: Artí­
culo 1.- Apruébase el Acuerdo de Inte­
gración Subregional suscrito en Bogotá 
el 26 de Mayo de 1969 por Plenipoten­
ciarios de los Gobiernos de ·Colombia, 
Bolivia, Chile, el Ecuador y Perú y apro­
bado por el Comité Ejecutivo Permanen­
te de la Asociación Latinoamericana de 
Libre Comercio" ... Artículo 2.- El Ins­
tituto Colombiano de Comercio Exterior 
(INCOMEX), será el organismo a través 
del cual el Gobierno de Colombia man­
tendrá contacto con los órganos del A­
cuerdo, ... Artículo 3.- Corresponderá 
al Instituto Colombiano de Comercio Ex­
terior, en el ámbito de sus atribuciones 
legales, adoptar medidas y proponer los 
proyectos de decreto necesarios para el 
cumplimiento oportuno de las obligacio­
nes que el Acuerdo de Integración Sub­
regional impone a Colombia. Para los fi­
nes indicados en este artículo, el Institu­
to Colombiano de Comercio Exterior ac­
tuará en estrecha coordinación con los 
Ministerios, Departamentos Administra-

3 Sentencia de la Corte que declara que una norma ju- · 
rídica ha violado la Constitución Nacional. 

4 La cual faculta al Gobierno para adherir al tratado de 
Montevideo que creó la Asociación Latinoamericana 
de Libre Comercio (ALALC) y tomar todas aquellas 
medidas relacionadas con dicha adhesión. 
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tivos e Institutos que sean comp etentes 
en cada caso, según las ma teri as de que se 
trate" . 

2. Acusaciones de la demanda. 

El demandan te sostuvo que el Decre to 
era violatorio de d os no rm as constitu cio­
nales: 

a) El numeral 20 del artícul o 120 qu e 
confiere al Presiden te la facultad de cele­
brar con otros Estados y entidades de de­
recho intern ac ion al tratados o convenios 
que se som eterán a la aprobac ión del 
Congreso, y 

b) El numeral 18 del artícul o 76 que 
otorga al Congreso exclusivam ente la a tri­
bución de ap robar o improbar los trata­
dos o co nveni os que el Gobierno celebre 
con o tras Estados o con en tidades de de­
rech o in te rnacional. 

Conclu ye el dem andante que el Decre­
to 1245, p or no constituir ley sin o acto 
gubern ativo, usurpa capac idades del Con­
greso y, p or tanto, es in coherente con los 
m and atos de la Carta arriba mencionada. 

3. La def ensa. 

El procurador general de la Nac ión 
sostuvo la teoría de los Tratados :'.!arcos 
y afirm ó que el dec reto no había ap ro­
bado un tratado, sino un acto diferente, 
un convenio de complementación , desa­
rroll o y ejecu ción del Tratado Marco de 
Montevideo y la estruc tura jurídica de la 
Asociac ión Latinoamericana de Libre Co­
mercio (ALALC). 

4. Análisis de la Corte. 

a) La inconstitucionalidad (Teoría d el Tratado 
· Marco). 

La Corte consideró que las es tipul acio­
nes del Acuerdo d e Cartagen a abarcaban 
un camp o de acc ión mucho más vasto 
que el de la mera negociación de reduc­
'Ciones aduaneras y otras rest ri cciones a 
las importaciones y exp ortaciones co n-
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templadas en la ALALC. Dice la Corte : 
"al ponerse en co tejo , siquiera sea por 
modo somero, las dos reglamentaciones 
con tenidas en los convenios de Mon tevi­
deo y Cartagena, resalta que ellas son 
constitutivas de dos actos diferentes, des­
de much os puntos de vista. Por ejemplo : 
las partes contratantes, los sujetos de los 
derech os y obligaciones que nacen de ca­
da convenio son distintos, ya -que todos 
los miembros de la ALALC no están en 
el Pacto Andino, y s hall an fuera de los 
vínculos jurídicos que éste engendra; ade­
más los órgan os que rigen el Tratado de 
l\llontevideo y los del Acuerdo Andino 
son diferentes y se hallan dotad os de ap­
titudes también distintas, como diversas 
son las m aterias sobre las cuales versan" 
y continúa la Corte: "ante disparidades 
tan palm ari as, aparece insos tenible que el 
Pacto Andino pueda considerarse com o 
desarrollo y ejecución del Tratado de 
Montevideo" . 

Pero la Corte va aún m ás lejos, y afir­
ma que aun en el caso de que fuese un 
convenio de complemen tación, des arro­
ll o y ejecución del Tratado Marco de 
.Montevideo tendría as imismo que ser pre­
sentado p or el Gobierno a las cámaras le­
gisla tivas p ara su aceptación o rechazo . 
Dice la Corte : "El d ec re to aprobato rio 
del Acuerdo Andino p or vicio de forma­
ción, pugna con el ordenamiento consti­
tucional". "El Gobierno no se avino a la 
Constitución desde el m omento en que 
se abstuvo de someter el Pacto Andino 
al estudi o indispensable del Congreso , y , 
en cambio, ejerc ió una autorización con­
tenida en el artículo 2o. de la ley 88 de 
1961, que mira el cumplimiento de pro­
videncias ejecuti vas conducentes al desa­
rrollo del Tratado de Montevideo, facul­
tad que no p odría transformarse en com­
petencia para revisar ac tos in tern aciona­
les y aprobarse asimismo un acuerdo ce­
lebrado con o tros gobiernos. El Decreto 
a que se alude como todo acto viciado de 
inconstitucionalidad supone violacion de 
la carta polltica" (destacado nu estro ). 
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b) La competencia. 

Y continúa diciendo la Corte: "La Cor­
te en su cometido de guardar la integri­
dad de la Constitución, comprueba cons­
tantemente infracc iones del mismo géne­
ro y pronuncia las inexequibilidades con­
dignas, sin que ello constituya incrimi­
nación contra las autoridades". 5 

e) La aprobación de un tratado internacional. 
La teoría. · 

Pero dice entonces la Corte que el Go­
bierno con respecto al artículo 11 O del 
acuerdo de Cartagena, procedió a comu­
nicar a la Secretaría Ejecutiva de la 
ALALC "el correspondiente acto de a­
probación, entendiendo por tal el Decre­
to 1245 tantas veces citado, el cual efec­
tivamente, dice aprobarlo". "Con estaco­
municación equivalente a canje de ratifi­
caciones, el Gobierno de Colombia cum­
plió un acto final y definitivo, un trámi­
te último que remata la negociación, re­
dacción y fim1a de los tratados públicos, 
etapas estas que se llevaron a cabo". 

Ante los signatarios del acuerdo sub­
regional, ante la ALALC y respecto de 
terceros, en derecho de gentes, el Estado 
Colombiano, sin remisión a dudas, ha ad­
quirido derechos y contraído obligacio­
nes"; "Basta qu e un Gobierno, universal­
mente apto, salvo excepción, para ejecu­
tar el acto de canj e de ratificaciones o el 
depósito de un mensaje expresivo de ha­
berse impartido la ap robación necesaria, 
así lo cumpla o declare, para que los tra­
tados deban reputarse plenamente váli­
dos e invulnerables". 

d) La falta de jurisdicción. 

Y finalmente concluye la Corte: "Des­
provista de poder parar juzgar sobre la 
exequibi lidad de actos aprobatorios de 

5 Cabría entonces aquí preguntar: "Por qué en el caso 
presente que es infracción del mismo género no se 
pronuncia la inexequibilidad condigna? " (Comenta· 
rios a la Sentencia. Magistrados: Sarmiento et al.). 
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tratados, esta Corporación Ha de abste­
nerse de decidir sobre la demanda pro­
puesta contra el Decreto 1245 de 1969". 

5. Los considerandos. 

Hasta esta etapa nos damos cuenta que 
la Corte ha establecido lo sigui en te: 

La violación inequívoca de la constitu­
ción 
La competencia de la Corte. 
La falta de jurisdicción. 

a) Contradicción. 

Estos dos últimos criterios son contra­
dictorios ya que "a pesar de que sin juris­
dicción no puede h aber competencia, la 
sentencia afirma inicialmente la compe­
tencia y luego niega la jurisdicción, lo 
cual resulta claramente equivocado de 
modo que afirmada la competencia y por 
tanto la jurisdicción para conoce,r de la 
demanda, la estaba reconociendo p ara de­
cidir en el fondo sobre la misma". 6 

b) El tratado público. 

La Corte falló en esta última parte en 
el análisis de las etapas de elaboración de 
los tratados públicos, que son: la negocia­
ción, la firma, la ratificación y el canje de 
ratificaciones. La ratificación es un acto 
del jefe del Estado que se produce con 
base en la de aprobación interna del tra­
tado. Luego la ley aprobatoria del trata­
do no hace parte de éste, es simplemente 
un acto interno que necesita el jefe del 
Estado para poder ratificar el convenio. 
La ley aprobatoria de un acto de esta na­
turaleza, por no h acer parte de éste, pue­
de ser examinada por la Corte para decla­
rarla ajustada a la Carta o no. La declara­
toria de la Corte no puede producir nin­
gún efecto internacional , por no ser tal 
su jurisdicción, pero surte los efectos in­
ternos relativos únicamente a si ha debi­
do o no ratifica rse el tratado (Córdoba 
y Gaviria). 

6 Salvamento de voto. Magistrados: A. Córdoba M. y 
Gaviria M. 
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e) In aplicabilidad d el tratado . 

"S i un acu erdo in te rn ac ional vio la la 
Consti tu ció n es inapli cable, aunque gene­
re resp onsabilidad in te rn ac ion al p ara el 
Estad o; o se req uie re ajustar la Cons ti tu­
ción a las norm ac iones del con veni o" . 
"Teni endo los tratados la fu erza de leyes 
in te rn as (Ley 7 de 1944) cualq uier ciuda­
d ano pued e abste nerse de apli carl os p or 
la excepción de in const itu cionalidad con· 
cedida a los ciudadanos" . "Con m ayor 
razón los fun cion ari os judiciales tienen 
obligac ión de aceptar es ta excepc ión de 
inconstitucionalid ad en tratánd ose de 
Pac to Andino", püesto que la Corte Su­
prem a decl ara sin re tice ncia la incon sti ­
tu cionalidad del Decreto aprobato rio .7 

6. La sentencia. 

A m éri to de lo expues to, la Corte Su­
prem a de Justi cia, en nombre de la R e­
pública de Colom bia y p o r auto ridad de 
la ley, previo estudio de la Sala Consti tu­
cion al, y oído el Procurado r General de 
la Nación , dec ide : Primero: Abstenerse 
de resolver sobre la constitucion alidad 
del artículo 1 del D ecre to 1245 del 8 de 
agos to de 19 69 , " p or el cu al se ap ru eba 
el Acuerdo de Integració n Subregio nal 
(Grup o An din o ), suscrito en Bogo tá el 26 
de m ayo de 19 G9 p or Plenip o tenciarios 
de los Gobiernos de Colombia, Bolivia, 
Chile, el Ecu ado r y Perú "; Segundo: De­
clarar exequibles los artícul os 2 y 3 del 
mism o dec reto .8 

7. La racionalidad de la sentencia. 
o Una posible explicación. 

Una p osible explicación de la sen ten­
.cia tom aría en cu enta el an álisis de la de­
li cad a situación internac ional que exi stía 

7 Co m entarios a la sentenc ia . Magistrados : Sarmiento, 
Pé rez, Sarria, Garc ía y Barrera. 

8 Es tos dos úl t imos artículos fueron declarados exe­
quibles en virtud de que simplem ente se repitieron 
funciones que se compaginan y coinciden con las 
func io nes propias del INCOMEX pero entendiéndose 
que fu ero n asignadas por el Presidente de la Repúbli­
ca p or facul tad del artículo 132 de la Carta. 

CO YUNTU RA ECO NO MICA VoL JI No. 1 

en el momento en que se pro duj o, que 
pudo haber ll evado a la Corte a con­
siderar que el fall o te ndr ía repercusio nes 
den tro d e la ju risprudencia a seguir po r 
nues tros p a íses lim í tro fes, a tribuyéndose 
en consecuencia funciones qu e p ropi a­
men te pod r ían corresp onder a la Corte 
in te rn acion al de Justicia. Sin en1bargo . es 
indudable que es ta clase de esfuerzos h e­
ro icos deben ten er mu y p ocos resul tados 
práct icos,9 fu era de co locar a la m áxim a 
auto rid ad de la R am a Ju risdiccional den­
tro de la situ ac ión incóm oda y vulnera­
ble que se presenta cuando los elem entos 
o co nsiderac iones de otra índole h an p ri­
mado so bre la hermen éutica jurídica. 

Las co nsecu enc ias de es te tip o d e d oc­
trin a h an sido ampliamen te an al izad as 
p or algun os magis trados y particulares: 

" Pero si los go bern antes enti enden qu e 
por m edi o de un ac to in te rnac ion al, qu e 
no tiene juez, se puede les ionar la Carta, 
con perjuicio de los de rech os del Estado 
y aún de las garan t ías civiles, el régim en 
de derech o entra en grave cri sis" . 10 

"En rigo r, todo tra tado o co nve ni o de­
berí a some terse, entre nosotros, a la ap ro­
bación del Congreso . Tal es la regla cons­
titu cio nal" . "El precedente de interpreta­
ción del num eral 20 del art ícul o 120 que 
se ha creado, p odrá n atu ralm en te influ ir 
e n o tros acu erdos o situaciones qu e irán 
p o r el m ismo camin o de la aprob ación 
p o r decreto" . 11 

B. Estatuto de Capitales del Pacto 
Andino. o 

El segund o fall o fu e emitido co m o re­
sultado de la demanda contra el Decreto 

9 ·"Tampoco es valedero el tem o r de que la dec isión de 
la corte pe rturbe la firm eza y confianza en lo s ac tos 
jur ídicos de los Es tados, pues ni la Corte tiene juri s­
dicc ió n internacional , ni el acto juzgado hace parte 
del tra tado." (Salvam ento de vo to , m agistrad os A. 
Córdo ba y J. Gaviria ). 

1° Com entarios a la sentencia. Magistrados: Sarmiento 
e t al. 

11 Diario La R epú blica. Editorial de 27 de agosto de 
1969, p . 4. 
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1299 d e 3 0 de junio de 1971 qu e puso 
en vigencia el Régim en Común de Trata­
miento a los Capitales Extranjeros y so­
bre m arcas , p a tentes y regalías del Acuer­
do de Cartagena. 

l. EL DecTeto denumdad o. 

A fin de poder seguir los pl an teamien ­
tos de la Corte, cabe des tacar los sigui en­
tes apar tes de l Decre to : 

a) "El Pres idente de la República de 
Colombi a en uso de sus facu ltades cons­
titucionales y legales y en esp ecial de las 
que le confi ere la Ley 88 de 1961 " , 

Considerando ... 

b) "Que p or medi o de la Ley 88 de 
1961 se autorizó la adhesión de Co lo m­
bia al Tratado d e Montevideo" y qu e "el 
artículo 15 d el Tratado d e Montevideo 
dispone la arm onización de los tratamien­
tos ap licables a los capitales procedentes 
de fu era d e la Zona", 

d) Que el artícu lo 27 del Acuerdo de 
Integrac ión Subregional es tablece que la 
Comisión "som e terá a consideración de 
los pa íses miembros un régim en común 
sobre tratami ento a los ca pi tales ex tran­
jeros", ... y qu e los "países miembros se 
comprom eten a adoptar las providencias 
que fu eren necesari as p ara p oner en prác­
tica este régim en " , 

Decreta .. . 

f) "Artícul o l. A partir del l o . de ju­
lio de 19 71 entrará en vigencia el siguien­
te régim en común de tratamiento a los 
Capitales Extranjeros y sobre Marcas, Pa­
tentes, Licen cias y R egalías, apro bad o 
por la Com isión del Acuerdo de Cartage· 
na p o r m edio de la Decisión 24 con los 
ajustes contenidos en la Dec isión No . 
3 7"; 

2. Acusaciones de La Demanda. 

El dem and ante sostuvo los argum en­
tos presentados p ara el caso anter io r a 
saber, qu e el Decre to era viol ato ri o del 
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de los artícul os 76-18 y 120-20 de la 
Constitución. 

3. La Defens a. 

El procurad o r repitió los argum entos 
em plead os en la defensa d el caso anteri o r 
adi c ion ándolos co n la jurisprudenc ia qu e 
allí se fij ó . En consonan cia con dich o fa­
ll o alegó qu e si no se estim ó n ecesaria 
un a nueva m anifestación de la vo luntad 
del Congreso con relación a las normas 
orgánicas del Grup o Andin o, com o sub­
región d e la ALALC, much o menos ha­
bría de estimarse procedente con refe ren­
cia a los ac t os que en ejerc icio de . sus 
func iones expida la entidad as í crq da, 
como ó rgano m áxim o del Acuerdo, p ara 
darle aplicación prác tica a sus previsio­
nes . (En resum en el argum ento d e que 
quien puede lo m ás, puede lo m enos). 

4. A nálisis de La Corte. 

a ) De nuevo la teoría de los Tratados Marcos. 

Sobre los considerand os del Decreto, 
el artícul o 15 qu e el Gobierno invoca co­
mo fundam ento solo di ce qu e las p artes 
con tratan tes procurarán arm o nizar en la 
medida de lo p osible los tratamientos a­
pli cables a los capitales, bi enes y servicios. 
Dice tamb ién d erivar el Decreto d eman­
dad o del artícul o 27 del Acuerdo de Car­
tagena , pero en di ch o artículo los gobie r­
nos solo se comprometen a ad optar las 
providencias que fu eren necesari as para 
p oner e n práctica un régim en común so­
bre tratamientos a los capital es ex tran­
je ros, marcas , p ate ntes , etc . Dice la Corte 
"De conformidad con las prec isas pala­
bras del artículo 27 del Acuerdo de Car­
tagena, ape nas es d able en tender las de­
cisiones 24 y 27 com o un proyec to some­
t id o a la ap robac ió n del Gobierno de Co­
lombi a. Quedó sin cumplimi ento la se­
gunda parte de "ad optar las provid en cias 
que fu eren n ecesari as para p o ner en prác­
ti ca este régim en "; fin que en el derecho 
Co lombiano so lo es p os ible alcanz~ r me-
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diante la ley (dada por el Congreso o ex­
tendida en uso de facultades extraordi­
narias del Gobierno ). 12 

b) La jurisdicción. 

Con la demostración de que el Decreto 
demandado no consagra ni aprueba nin­
gún tratado internacional la Corte con­
cluye que el Decreto es puramente un 
acto de derecho público in terno. 

e) La competencia. 

Dice la Corte que "Invocar simultánea­
mente facultades constitucionales del Pre­
sidente en relación con una especial con­
ferida, sin sujeción a término, en la Ley 
88 de 1961, es señalar, como fuente del 
Decreto acusado, las autorizaciones de 
que trata el numeral 11 del artículo 76 
de la Carta" y la Corte tiene competen­
cia para conocer de las acusaciones con­
tra los decretos que las ejerzan, según el 
artículo 214 de la misma. 

d) La inconstitucionalidaa. 

En concepto de la Corte, el artículo 76 
de la Carta "se refiere a precisas faculta­
des especiales que pueden otorgarse por 
el Congreso al Gobierno para celebrar 
contratos, negoci.ar empréstitos, enajenar 
bienes nacionales y ejercer otras funcio­
nes dentro de la órbita constitucional del 
ejecutivo, cometidos que· excluyen por 
definición el ejercicio de atribuciones 
propias del legislador". 

· El decreto demandado con tiene dispo­
siciones sobre diferentes temas, a saber: 
Régimen del de las sociedades y demás 
personas jurídicas, intervención del Esta­
do en la producción, distribución, utili­
zación y consumo de los bienes, reglas 
sobre marcas, patentes, etc. La sencilla 
apreciación de las norm as citadas "indica 

12 Aquí la Corte actuó tímidamente ya que no tenía 
que entrar a probar que el Decreto no era desarro­
llo de un Tratado Marco, pues en el fallo ante­
rior había afirmado que aún en el caso de que fuese 
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a las claras que ellas contienen norm as 
generales, imp ersonales y objetivas; es de­
cir que tienen carácter legislativo y entra­
ñan sustanciales alteraciones del orden a­
miento legal que hoy rige sobre esas cues­
tiones". 

Dice la Corte que argumentar que se 
trata del ejercicio de facultades adminis­
trativas del numeral 11 del art ículo 76 de 
la Constitución Nacional, cuando se han 
dictado normas de índole legisla'tiva equi­
vale a decir que la Constitución ha sido 
infringida, por uso excesivo de unas fa­
cultades. 

5. Sentencia. 

En mérito de las consideraciones ante­
riores la Corte resolvió: "Es inexequible 
el Decreto 1299 del 30 de junio de 1971, 
por el cual se pone en vigencia el Régi­
men Común de Tratamiento a los Capi­
tales Extranjeros y sobre marcas; paten ­
tes, licencias y regalías del Acuerdo de 
Cartagena' '. 

6. Comentario final. 

La integración andina es conveniente 
y deseable como elemento catalizador de 
las fuerzas del desarrollo a través de la 
aplicación de las economías de escala y 
de la optimización del principio de la ven­
taj a comparativa. Sin embargo y como la 
mejor manera para alcanzarla, dicha in te­
gración debe adelantarse conforme al es­
tado de derecho vigente en Colombia. La. 
vinculación del Congreso al proceso ins­
titucional de la integración sub regional 
servirá sin duda para adelantarla sobre ba­
ses jurídicas más sólidas. Mientras esto no 
suceda, 1~ inversión extranjera en Colom ­
bia continuará rigiéndose por las disp osi­
ciones del Decre to 444 de 196 7. 

un convenio de complementación, desarrollo y eje­
cución del Tratado Marco de Montevideo, tendría 
asimismo que ser presentado por el Gobierno a las 
cámaras legislativas, para su aceptación o rechazo . 




